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La presente investigación ha sido desarrollada ante el contexto mediático que se vive 
actualmente, en el cual advertimos una vulneración constante del derecho a la presunción de 
inocencia, es por ello que el objetivo principal de este trabajo de investigación es establecer 
que la presentación pública del detenido vulnera el derecho a la presunción de inocencia 
dentro de las diligencias preliminares en la investigación del delito. La metodología 
empleada está basada en un enfoque cualitativo, de diseño no experimental, de tipo 
descriptiva, por lo cual se ha realizado la recopilación de la información, para luego proceder 
al análisis respectivo utilizando el método hermenéutico y deductivo, teniendo como técnica 
de recolección de información el fichaje y el análisis documental. En esa línea, después de 
todo lo desarrollado se ha logrado concluir que efectivamente la presentación pública de los 
detenidos vulnera el derecho a la presunción de inocencia en el marco de las diligencias 
preliminares durante la investigación del delito, toda vez que, esta mala praxis estigmatiza 
socialmente al ciudadano detenido y afecta su dignidad, debiendo precisar que si bien esta 
medida está basada en una supuesta lucha contra el crimen organizado, sin embargo, se 
advierte que desde su implementación no se ha logrado una disminución significativa de los 
índices de criminalidad, todo lo contrario; además se advierte que existen otras medidas más 
idóneas para la lucha contra el crimen, por lo que el sacrificio del derecho constitucional a 
la presunción de inocencia no se justifica de ningún modo. 
Palabras clave: Presunción de inocencia, presentación pública, detenido, Ministerio Público, 















The present investigation has been developed before the current media context, in which we 
notice a constant violation of the right to the presumption of innocence, that is why the main 
objective of this research work is to establish that the public presentation of the detainee 
violates the right to the presumption of innocence within the preliminary proceedings in the 
investigation of the crime. The methodology used is based on a qualitative approach, of non-
experimental design, of a descriptive nature, for which the information has been collected, 
and then proceed to the respective analysis using the hermeneutic and deductive method, 
taking as a collection technique. information the signing and the documentary analysis. In 
this line, after all that has been developed, it has been concluded that in fact the public 
presentation of the detainees violates the right to the presumption of innocence in the 
framework of the preliminary proceedings during the investigation of the crime, since, this 
malpractice stigmatizes Socially detained citizen and affects their dignity, should specify 
that although this measure is based on a supposed fight against organized crime, however, it 
is noted that since its implementation has not achieved a significant reduction in crime rates, 
all otherwise; It also warns that there are other measures more suitable for the fight against 
crime, so the sacrifice of the constitutional right to the presumption of innocence is not 
justified in any way. 
Keywords: Presumption of innocence, public presentation, detainee, Public Ministry, 




En el mundo actual, podemos observar que existe la tendencia mayoritaria en la 
legislación de diversos países de reconocer el derecho a la presunción de inocencia del 
cual debe gozar todo ciudadano, siendo incluso un derecho reconocimiento universal 
como parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos y otros instrumentos 
de rango internacional, sin embargo, en la práctica diaria es de conocimiento público 
que se suscitan diversas formas de su vulneración. Así tenemos, por ejemplo, en 
España como en gran cantidad de países, existe un reconocimiento taxativo de la 
presunción de inocencia en la constitución y, en general en toda nación que tenga como 
base un Estado democrático. 
Un ejemplo de su vulneración se puede advertir en lo que expresan los medios de 
comunicación, cuando afirman que categóricamente que un joven de 16 años asesinó 
a su familia, este era el titular del periódico El País, en el cual tenían la sospecha de 
que el menor habría cometido el crimen contra sus padres. En ese sentido, con esta 
noticia apreciamos que muchas veces los periodísticas no consideran dentro de sus 
reportajes, el derecho a la presunción de inocencia que protege a todo ciudadano, 
siendo que por ello una persona detenida es considerado erróneamente presunto 
culpable, dejando de lado la presunción de inocencia de la cual está revestido (Barata, 
2009, pág. 223). 
A nivel de América Latina, se observa que la inseguridad ciudadana, es uno de los 
problemas que se ha agravado más, en especial la delincuencia convencional 
relacionada a delitos de gran violencia, siendo que si se quiere establecer cuál es la 
causa, se advierte que existen muchas aristas, por lo que se considera que responde a 
un carácter multicausal. En esa línea, considerando el enfoque neopunitivista de gran 
acogida en América Latina, se debe entender que no es necesario acudir a las causas 
de los crímenes, sino que basta con aplicar sanciones más represivas que 
supuestamente van a generar temor en los delincuentes para volver a cometer un ilícito 
penal (Llobet, 2009, párr. 3). 
Bajo un contexto mediático, se advierte que cuando la información y la justicia están 
vinculadas, los que sufren las consecuencias son los ciudadanos a quienes se les imputa 
un delito, pues como titulares de la presunción de inocencia se ven afectados en este 
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derecho, cuando son expuestos ante los medios de comunicación (Soria, 1996, pág. 
15). 
Entonces, bajo ese contexto queda evidenciado que, a pesar de ser un derecho 
reconocido internacionalmente, la realidad nos muestra que en un proceso penal se 
suscitan diversas formas de su vulneración. Una de ellas, en la fase preliminar de 
investigación, la cual se refleja en la exposición pública de los detenidos, 
presentándolos como presuntos delincuentes, lo cual representa una estigmatización 
que difícilmente es borrada ante los ojos de la sociedad. Toda esta coyuntura se 
presenta en diversos países de Latinoamérica, pretendiendo justificarse bajo la premisa 
de la lucha incesante contra la inseguridad ciudadana. 
En consecuencia, actualmente en nuestro país estamos viviendo una coyuntura social 
y política que está enmarcada en una supuesta lucha contra la inseguridad ciudadana, 
para lo cual observamos diariamente en los medios de comunicación cómo el personal 
policial, presentan a los detenidos asegurando que han cometido actos ilícitos, 
exponiendo sus rostros como si ya se hubiese corroborado que son culpables, todo ello 
con la finalidad de calmar los cuestionamientos de la sociedad frente al crecimiento de 
la delincuencia aparentando una lucha frontal en contra de la misma, en desmedro de 
un derecho fundamental del cual está revestido todo ciudadano, que es la presunción 
de inocencia, es decir, todo ciudadano debe ser considerado inocentes hasta que 
demuestre en un proceso judicial lo contrario. Entonces nos preguntamos, cuál es la 
necesidad de presentar a las personas detenidas antes los medios informativos, si aún 
no se ha demostrado su responsabilidad penal, acaso con ello no estamos vulnerando 
un principio derecho trascendental, como lo es la presunción de inocencia. 
La presunción de inocencia, está plenamente reconocido en la declaración universal 
de derechos humanos, concretamente en el artículo once numeral 1, que establece que 
a toda persona que se le imputa un delito, tiene el legítimo derecho a ser considerada 
inocentes en tanto no se demuestre su responsabilidad penal; sin embargo, a pesar de 
ello en la práctica simplemente la ignoran, siendo lo más preocupante que esta omisión 
provenga de los operadores de justica, quienes son los llamados a tutelar los derechos 
de los ciudadanos y sobre de garantizar un debido proceso, dejando lado las prácticas 
inquisitivas que tanto daño hicieron a nuestro país (Ramos, 2018, párr.3). 
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En ese sentido, existe un caso concreto en el cual se declara inconstitucional, exponer 
a los detenidos ante los medios de prensa, como se detalla a continuación: En efecto, 
el pasado 9 de agosto de 2016, la Sexta Sala Especializada en lo Penal de Reos Libres 
de la Corte Superior de Justicia de Lima, dejó plasmada a través del Exp. 087 – 2015, 
en la que se declara como inconstitucional el exponer ante los medios de comunicación 
a una persona detenida, la cual ni siquiera ha sido procesada y menos aún sentenciada.  
Este caso tiene su génesis, en el Decreto Supremo N° 005-2012-JUS, publicada el 23 
de febrero de 2012 por el Poder Ejecutivo, mediante el cual se dejó sin efecto el D.S. 
N° 01-95-JUS, siendo que esta norma no permitía que los efectivos policiales 
exhibieran públicamente a los ciudadanos detenidos por cualquier delito, teniendo solo 
como excepción de aquellos detenidos por el delito de traición a la patria, por ser jefes 
de una organización terrorista. Bajo esta arista, se dejó las puertas abiertas a que con 
el pretexto de la lucha contra el crimen organizado, se exhibieran antes los medios 
comunicación a los detenidos, sin ponerse a pensar si realmente eran o no responsables 
penalmente, y pudiendo ser expuestos por cualquier tipo de delito, yendo desde el más 
simple hasta el de mayor gravosidad. Frente a esta norma vulneratoria, la asociación 
denominada red inocente interpuso demanda de acción popular ante la sexta sala penal 
de la corte superior de justicia de lima, logrando que mediante sentencia, se declare 
como inconstitucional el referido decreto supremo, y se prohibiera la exposición 
mediática de cualquier detenido (Legis.pe, 2016, párr. 1).  
Bajo este contexto expuesto, se puede colegir que evidentemente la exposición pública 
ante los medios informativos de cualquier detenido, constituye no solo la vulneración 
de su derecho constitucional a la presunción de inocencia, sino que también se ve 
seriamente afectada su imagen y su dignidad. Aunado a ello, se debe tener en cuenta 
que el nuevo modelo procesal peruano, también protege la presunción de inocencia, 
específicamente en el artículo segundo de su título preliminar, al expresar que ninguna 
autoridad pública puede exponer a una persona que este inmersa en la comisión de 
algún delito. Siendo ello asi, debe advertirse que esta mala praxis genera taras y 
estigmas que no se pueden borrar fácilmente, pues atenta directamente a su dignidad 
humana (Campos, 2017, párr. 2). 
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De esta circunstancia detallada precedentemente, se advierte que si bien existen 
precedentes que establecen la exposición mediática de los detenidos es un accionar 
que vulnera claramente la presunción de inocencia y conculca la imagen y dignidad de 
toda persona sometida a ello, es una práctica que se sigue realizando actualmente en 
el desarrollo de las diligencias preliminares, sin que el director de la investigación del 
delito haga nada para impedirlo, es decir, con la actitud permisiva del fiscal, el cual 
debería proteger los derechos de los ciudadanos, pues tiene el deber de defender la 
legalidad.  
Respecto a los antecedentes, en la presente investigación no se han encontrado trabajos 
previos que vinculen directamente las dos variables (presentación pública del detenido 
y derecho a la presunción de inocencia); sin embargo, si existen numerosos trabajos 
de investigación sobre el derecho a la presunción de inocencia, por lo que a 
continuación detallaremos algunos de ellos que guardan cierta vinculación con el 
objeto de estudio, empezando por aquellos realizados a nivel internacional: Bonilla, 
K. (2018), Análisis del tratamiento informativo de la corrupción y los delitos sexuales 
en los periódicos colombianos El Tiempo y El Espectador (Tesis para Master). 
Universidad Autónoma de Barcelona, España; tuvo como objetivo analizar el respeto 
por el derecho a la presunción de inocencia en el registro noticioso de casos de 
corrupción y delitos sexuales en Colombia por parte de los periódicos El Tiempo y El 
Espectador entre enero y abril de 2018; la investigación realizada se enmarca en el 
paradigma empírico analítico, destacando entre sus conclusiones que los medios 
informativos son agentes trascendentales en el escenario social, pero no pueden 
convertirse en jueces, de modo que, aún sin pronunciamientos en firme, atribuyan 
responsabilidades a priori, lo cual podría afectar la imparcialidad judicial, así como los 
derechos del presunto inocente. 
López, M. (2016), La violación al principio constitucional de presunción de inocencia 
por parte de la Policía Nacional Civil, durante la captura de imputados por hechos 
ilícitos (Tesis para titulación de abogado). Universidad de San Carlos de Guatemala, 
tuvo como objetivo identificar el tipo penal que comisionan las autoridades policiales, 
cuando presentan sin autorización del juez competente, a los detenidos frente a los 
medios de comunicación. La investigación realizada es de enfoque cualitativo, 
concluyendo que los integrantes de la policía nacional civil, se exceden en sus 
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funciones al permitir que los medios informativos, ya sean televisivos, escritos o 
radiales, exhiban a los detenidos ante la población, afectando el principio de 
presunción de inocencia y generando que estos sean señalados y cuestionados 
socialmente, sin antes haber atravesado un proceso penal que demuestre su 
culpabilidad. 
Asimismo, a nivel nacional, se han encontrado los trabajos de investigación que a 
continuación se describen: Rojas, K. (2018), Vulneración de los medios de 
comunicación al principio de presunción de inocencia (Tesis de Maestría). 
Universidad César Vallejo - Sede Lima; tuvo como objetivo Establecer si los medios 
de comunicación vulneran la presunción de inocencia, la investigación realizada es de 
enfoque cualitativo, concluyendo que los derechos fundamentales son relativos, por lo 
cual el derecho a la libertad de expresión en información, que tanto defienden los 
medios de comunicación también debe guardar sus propios límites, situación que en la 
práctica no se da, pues muchas veces se vulneran los derechos de los investigados 
sobre todo el de presunción de inocencia, cuando lo exponen ante la opinión pública. 
Izarra, M.(2017), Permanencia de la Presunción de inocencia del imputado en el 
proceso penal acusatorio garantista en la jurisdicción judicial Huancavelica, 2014 
(Tesis para titulación). Universidad Nacional de Huancavelica, tuvo como objetivo 
identificar si la presunción de inocencia del imputado es un derecho protegido 
permanentemente en el proceso penal acusatorio garantista en la jurisdicción de 
Huancavelica, la investigación realizada es tipo descriptivo y estadístico teniendo un 
enfoque cualitativo de recolección de la información. Concluye que la presunción de 
inocencia es un derecho fundamental que favorece a toda persona que se encuentra 
dentro de un proceso penal, siendo tutelado permanentemente en los procesos penales 
seguidos en la jurisdiccional de Huancavelica – 2014, por lo cual este derecho solo 
será desvirtuado a través de una sentencia expedida por el juez de la causa. 
Navarro, E. (2010), la transgresión del derecho de presunción de inocencia por el 
Ministerio Público de Trujillo (Tesis de Doctorado). Universidad nacional de Trujillo, 
tuvo como objetivo estudiar la actuación funcional de los fiscales penales en el nivel 
de afectación del derecho a la presunción de inocencia en el Nuevo Código Procesal 
Penal, la investigación realizada es de tipo no experimental, transaccional y 
 
6 
descriptivo, concluyendo que en el Distrito Judicial de la provincia de Trujillo, los 
fiscales penales presentan un nivel significativo de trasgresión del derecho a la 
presunción de la inocencia aplicando continuamente la presunción de culpabilidad. 
Sanchez, A. (2017), El rol de los medios de comunicación y la Policía Nacional frente 
a la garantía constitucional de la presunción de inocencia en la ciudad de Chiclayo 
durante el periodo octubre – noviembre del año 2016 (Tesis para titulación). 
Universidad de Huánuco, tuvo como objetivo establecer si la policía nacional y los 
medios de comunicación son instituciones que muestran respeto al derecho a la 
presunción de inocencia de los detenidos en la ciudad de Chiclayo durante el periodo 
octubre y noviembre 2016, la investigación realizada es de tipo cualitativo y 
descriptivo, concluyendo que los medios de comunicación al difundir imagines y 
videos de los nombres de los detenidos, están violando el derecho a la presunción de 
inocencia, la cual está respaldada por fundamentos legales, doctrinarios y 
constitucionales. 
En esa línea, corresponde ahora desarrollar las teorías y enfoques conceptuales que 
sostienen la presente investigación, para lo cual se empezará abordando la primera 
variable, es decir, referido al Derecho a la presunción de inocencia. A continuación, se 
desarrolla lo siguiente: En principio, se debe empezar por la definición de la 
presunción de inocencia, por lo que en cuanto al término presunción la (Real Academia 
Española, 2016) define del siguiente modo: Aceptación de un hecho del que no se tiene 
prueba y que se infiere de otro hecho demostrado. Asimismo, respecto al término 
inocencia la define como eximir de responsabilidad de un delito o una mala acción. 
Mientras que, unidos los dos términos adquieren un significado vinculado al ámbito 
penal, esto es, dejar establecido que toda persona que está procesada penalmente, es 
inocente hasta que mediante un debido proceso con los medios de prueba se expida 
una sentencia firme en su contra (Perez & Merino, 2014, párr. 4). 
En sentido estricto, el maestro (Oré, 2011) la define como una directriz que impide 
exponer a un imputado como culpable, pues está revestido de inocencia mientras no 
exista una sentencia condenatoria declarada firme, la cual debe estar basada en prueba 
válida y legítima (pág. 124). Por su parte (Cafferata, 2004) precisa que la inocencia es 
un estado del que goza toda persona acusada de la comisión de un delito, el cual no se 
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romperá hasta que se demuestre su culpabilidad, la misma que debe darse respetando 
las garantías constitucionales establecidas, así como de acuerdo a la normativa del 
código procesal penal (pág. 256). Desde la óptica procesal, (Rubio, Eguiguren, & 
Bernales, 2010) sostienen que la presunción de inocencia es un componente que forma 
parte de un proceso debido en todos los ámbitos jurídicos sancionadores del Estado, 
incluyendo por tanto lo penal y lo administrativo. También es exigible en el ámbito de 
las sanciones privadas. Consiste en que, a lo largo de todo el procedimiento respectivo, 
quien tiene la atribución de sancionar debe presumir la inocencia del procesado, y debe 
además exigir a su conciencia una prueba suficiente de la responsabilidad para que 
proceda la sanción del caso (pág. 345). 
En el mismo sentido, sostiene (Ortecho, 1992) que constituye una garantía esencial 
ligada a la libertad de toda persona, que está inmersa en un juzgamiento y posible fallo 
en su contra (pág.252). El maestro (Mixan, 2005), sostiene que constituye un límite 
impuesto por el principio del debido proceso, indicando que su base teleológica es 
lograr impedir que se imponga arbitrariamente una penal, así también implica otros 
aspectos de la seguridad jurídica, como por ejemplo, que ninguna persona tiene la 
obligación de demostrar su inocencia, sino que el deber de probarla es de quien la 
imputa, siendo que por ello la presunción de inocencia solo se podrá descartar cuando 
luego de una actuación probatoria suficiente y valida, exista una sentencia firme 
(pág.360). Con una retórica diferente (Andrés, 2007) lo considera una regla de 
tratamiento y juicio de los imputados, por lo cual por este derecho se prohíbe toda 
forma de posible anticipación de una sanción; del mismo modo, exige seguir ciertos 
lineamientos en la etapa de juzgamiento que debe seguir el juez (pág.317). 
Por su parte (Carrara, 1980) sostiene que es un postulado esencial de la ciencia penal, 
que impide a las autoridades considerar a una persona como culpable, siendo que solo 
mediante un proceso formal se le podrá considerar responsable penalmente (pág.160). 
En ese sentido, el derecho a la presunción de inocencia reviste vital importancia en el 
proceso penal, siendo que un sujeto solo puede ser condenado cuando se ha 
demostrado su responsabilidad penal más de toda duda razonable. Con mucha razón 
(Laudan, 2006) afirmó que es preferible liberar a mil culpables que sentenciar a muerte 
a una persona inocente (pág. 479). 
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Respecto al contenido del derecho a la presunción de inocencia, el tribunal 
constitucional ha establecido que este se encuentra en los principios de dignidad 
humana y pro homine (STC N° 10107-2005-PHC/TC), siendo que su contenido 
implica dos aspectos, el subjetivo y objetivo basado en un Estado Constitucional de 
derecho. Bajo esa línea, el Supremo Tribunal señala que no solo es un derecho 
fundamental, sino que constituye una presunción iuris tantum (STC N° 618-2005-
HC/TC), esto quiere decir, que toda persona debe ser considerada inocente mientras 
no se demuestra su responsabilidad penal, en otras palabras, mientras no exista prueba 
en contrario. En ese mismo sentido lo expresa (Gozaíni, 2006), cuando indica que la 
presunción de inocencia no es una franquicia que exculpa al imputado, por lo cual el 
sistema de justicia debe actuar bajo el principio de razonabilidad, siguiendo el debido 
proceso a fin de condenar a quien realmente es culpable (pág. 158). 
En cuanto a la naturaleza de la presunción de inocencia, se tiene que tomando en cuenta 
lo señalado por (Montañés, 1999) se tiene que: Primero, es una garantía básica del 
proceso penal, por lo cual no se puede permitir que se exija al imputado demostrar su 
inocencia. Segundo, es una regla de tratamiento del imputado, referido a que este 
durante un proceso penal parte como una persona inocente, debiéndose minimizar 
cualquier medida restrictiva que pueda afectar los derechos del imputado. Tercero, es 
una regla de juicio del proceso, toda vez que, dentro de un proceso penal, debe 
prevalecer una actuación probatoria suficiente válida y legitima, ello a fin que el fallo 
expedido se encuentre acorde a derecho. Cuarto, es una presunción Iuris Tantum, lo 
cual significa que toda persona es inocente hasta que exista prueba en contrario, que 
la destruya y permite la imposición de una sentencia condenatoria (pág. 450). 
Otro aspecto que se debe estudiar, es la presunción de inocencia vista desde la 
perspectiva de los Tratados Internacionales, así se suscribieron diversos instrumentos 
internacionales relacionados a los derechos humanos, que establecen la presunción de 
inocencia como una condición innata a la naturaleza del ser humano. Así tenemos, los 
siguientes tratados internacionales que reconocen la presunción de inocencia: 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en su artículo 9; luego en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo once numeral uno; en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo catorce; en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo ocho. Ahora bien, 
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también desde una perspectiva nacional, el derecho a la presunción de inocencia en el 
Perú está reconocido en la Constitución Política, concretamente en el artículo dos 
numeral veinticuatro; así también en el ámbito penal, está regulada en el Código 
Procesal Penal del 2004, en el artículo II de su Título Preliminar. 
En tal sentido, se tiene que en su vertiente procesal, el derecho a la presunción de 
inocencia debe ser tutelado en irrestricto por los operadores jurídicos, en especial el 
órgano persecutor del delito, es decir el ministerio público, es el llamado a desplegar 
una investigación respetando el debido proceso y encargándose en todo momento de 
reunir los medios probatorios suficientes para destruir la inocencia del imputado, los 
cuales deben ser lo suficientemente fuertes para ir más allá de toda duda razonable 
(Reyna, 2015, pág. 87). Bajo la descripción expuesta, corresponde ahora abordar el 
marco teórico relacionado a la segunda variable o categoría materia de estudio en la 
presente investigación, es decir, la referida a la presentación pública del detenido en 
las diligencias preliminares y, para ello, se debe iniciar por conocer El Proceso Penal 
Peruano, el cual está regido por el código procesal penal de 2004, vigente en gran parte 
de nuestro país, faltando solo en algunos sectores de la capital. 
 En palabras de (Melgarejo, 2011) el modelo seguido en el nuevo proceso penal, está 
basado en la igualdad de armas, es decir, todas las partes se encuentran en las mismas 
condiciones y tienen las mismas oportunidades, por lo cual el juez en este sistema solo 
se limita a ser quien dirige el proceso penal, realiza la actuación probatoria y 
finalmente emitir un fallo debidamente motivado y basado en lo actuado en juicio y en 
lo aportado por las partes (pág. 145). Así tenemos que, en el Título Preliminar (artículo 
II) de referido código, expresa las características esenciales de este nuevo modelo 
procesal, indicando que todo ciudadano expuesto procesalmente debe tener un juicio 
previo, oral, público y contradictorio. Entonces se debe precisar que el sistema 
inquisitivo de 1940, que regía la legislación nacional, fue sabiamente superado, este 
sistema, entiende que una persona, sea como investigada, procesada o condenada, 
mantiene vigente el goce de sus derechos fundamentales, inspiradores de principios y 
protegidos a través de garantías procesales. Estas consideraciones resultan vitales en 
un proceso hetero compositivo de solución de conflictos, donde un tercero es 
representado por un órgano público. Así, sobre el proceso penal operará 
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permanentemente una perspectiva garantista que asegurará el cumplimiento del debido 
proceso penal. 
El sistema acusatorio que actualmente rige en nuestro país, importa determinadas 
características que se adhieren al proceso penal. En primer lugar, un proceso basado 
en dicho sistema comporta un conjunto de garantías constitucionales que se deben 
respetar. Así, por ejemplo, está ampliamente aceptado que la dignidad y la libertad son 
derechos impostergables salvo excepciones, que deben estar presentes para garantizar 
el debido proceso. Asimismo, la reparación a la víctima es otra característica del 
proceso penal. Dicha reparación, se entiende, debe de ser integral; en otras palabras, 
el derecho penal exige la reparación a la víctima, de acuerdo a los principios 
establecidos por la Constitución, así como también teniendo en cuenta lo establecido 
por la jurisprudencia internacional. Otro aspecto a tener en cuenta, es el desarrollo 
mismo del proceso, en el cual los órganos encargados de investigar y determinar sobre 
el asunto penal, cumplen funciones determinadas e inconfundibles. Así, por un lado, 
la labor de investigación e imputación penal corresponde al Ministerio Público, en 
tanto que el ejercicio jurisdiccional le será propio al Poder Judicial. La ratio de dicha 
división obedece a la necesidad de garantizar en todo momento la imparcialidad del 
juzgador al momento de emitir su fallo. 
Finalmente, es característico de la norma adjetiva penal su oralidad, la misma que se 
ve expresada en el juzgamiento, en el cual las partes debaten sobre asunto de fondo 
sobre el cual el juzgador deberá emitir su fallo, estableciendo o no, la responsabilidad 
del acusado. Al respecto, para alcanzar esta etapa, la acusación debe haber sido 
sometida a un debido control de los medios ofrecidos (Salas, 2013, pág. 15). En esa 
misma línea, el nuevo proceso penal tiene sus cimientos en los siguientes principios 
rectores: es acusatorio, respeto irrestricto a la presunción de inocencia, plazo 
razonable, las medidas limitativas de derechos deben respetar la legalidad, el derecho 
de defensa del imputado, la oralidad, la contradicción, imparcialidad, publicidad, 
legitimidad de la prueba y el derecho de impugnación; los cuales en su conjunto 
permiten garantizar el debido proceso (Oré & Loza, 2005, págs. 163-167). 
Otro aspecto relevante, que es necesario abordar, es que el CPP vigente establece las 
tres etapas en las cuales se divide el proceso penal peruano: la investigación 
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preparatoria, que está dirigida por el Ministerio Público y consta de dos sub etapas, 
esto es, las diligencias preliminares y la investigación judicializada. En esta etapa, el 
fiscal se encargará de reunir los elementos de convicción de cargo y de descargo, que 
le permitan acusar o, por el contrario, sobreseer el caso. En ese sentido, para (Nakasaki, 
2014), esta etapa debe tener entre otras características, que el director de la 
investigación desarrolle una estrategia adecuada, que le permita reunir los indicios y 
evidencias necesarios para el esclarecimiento del hecho delictivo (pág. 145) 
La segunda etapa denominada intermedia, es aquella que está bajo la responsabilidad 
del Juez de Investigación Preparatoria, en la cual se realizan la audiencia de control de 
acusación, para dejar expedito el proceso para la etapa de juzgamiento; o por el 
contrario, procederá la audiencia de control sobreseimiento. La tercera etapa es la de 
juzgamiento, constituye la etapa principal del proceso penal, comprende 
concretamente el desarrollo de todo el juicio oral, el cual se caracteriza por ser público, 
oral y contradictorio. Esta etapa está conformada por los alegatos de apertura, la 
actuación probatoria, los alegatos finales para luego de ello concluir con la sentencia 
que puede ser absolutoria o condenatoria, según sea el caso concreto. 
En el modelo procesal actual, es importante destacar los sujetos procesales que actúan 
en el mismo. Así tenemos: al imputado, que es la persona que se le sindica haber 
presuntamente cometido algún delito y que puede adoptar diferentes denominaciones, 
como acusado, procesado denunciado, entre otros, pero que el nombre más general 
aceptado, es el de imputado (Sanchez, 2004, pág. 57). El abogado defensor, constituye 
la defensa técnica encargado de proteger los derechos del imputado. El Ministerio 
Público, sujeto procesal encargado de perseguir el delito y ejercer la accion penal si 
corresponde, siendo representado concretamente por los fiscales. La Policía, es la 
entidad encargada de velar por el orden interno, contribuyendo directamente en la 
investigación del delito bajo la dirección del representante del Ministerio Público. El 
Juez que dirige el proceso penal cuando se encuentra judicializado, llevando adelante 
principalmente el juicio oral y luego procediendo a expedir la sentencia de su 
propósito. Por ultimo, y no menos importante, la víctima, que viene a ser la parte 
agraviada en la comision de un delito, debiendo precisar que en este nuevo proceso 
penal, para ser parte del mismo debe constituirse en actor civil. 
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Bajo el marco del proceso penal expuesto, tenemos que la presentación pública de los 
detenidos se realiza durante la etapa de diligencias preliminares, en circunstancias que 
se produce la conocida detención policial, la cual se produce cuando una persona es 
privada de su libertad de tránsito por parte de efectivos policiales, por existir en su 
contra orden judicial o cuando éste fue descubierto en flagrancia, siendo que puede ser 
liberado por orden de juez o del fiscal, según corresponda (Mory, 2011, pág. 54). En 
tal sentido, al ser ejecutada directamente por la Policía Nacional del Perú, se puede 
colegir que esta exposición ante los medios de comunicación, se realiza con anuencia 
del Ministerio Público, siendo que durante sus actuaciones y operativos diversos, 
intervienen a ciudadanos que presuntamente estarían inmersos en hechos delictivos, 
los cuales luego son presentados ante los medios informativos. Entonces nos 
preguntamos cual es el rol que desempeña el fiscal ante estas actuaciones de la Policía, 
evidentemente se advierte que no viene cumpliendo con sus atribuciones, pues siendo 
la entidad que defiende la legalidad y dirige la investigación, debe impedir que hechos 
como éste se produzcan, pues el fiscal, tiene pleno conocimiento que cualquier 
detenido goza plenamente de su derecho a la presunción de inocencia, pues se 
desprenderá de ella, solo cuando recaiga contra él una sentencia firme. 
Bajo la argumentación antes expuesta, nos conduce a la siguiente formulación de 
problema: ¿Cómo la presentación pública del detenido vulnera el derecho a la 
presunción de inocencia dentro de las diligencias preliminares en la investigación del 
delito?; a su vez del mismo se derivan los siguientes problemas específicos: ¿Cuál es 
la base normativa y doctrinaria del derecho a la presunción de inocencia?, ¿Cuál es la 
normativa legal que podría autorizar a la Policía Nacional del Perú y al Ministerio 
Público a realizar la presentación pública del detenido durante las diligencias 
preliminares?, ¿Cómo el fiscal, en su condición de director de la investigación, durante 
las diligencias preliminares vulnera el derecho a la presunción de inocencia de los 
detenidos que han sido presentados públicamente?, ¿Cómo una propuesta legislativa 
de modificatoria del artículo 71° del código procesal penal sobre los derechos del 
imputado, podría dar solución al problema expuesto? 
En ese sentido, la justificación de la presente investigación, a nivel de relevancia 
social, radica en que el derecho a la presunción de inocencia es de gran trascendencia 
en el mundo jurídico y en la sociedad en general, pues otorga seguridad jurídica a todo 
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sistema penal que sea garantista, por lo que su vulneración afecta gravemente a 
cualquier Estado que se precie de ser democrático. En tal sentido su respeto irrestricto 
es una necesidad que no admite restricción alguna. Sin embargo, continuamente 
observamos como justamente son los operadores de justicia, quienes, a pesar de ser 
conocedores del derecho, son los primeros en conculcar este derecho, siendo una de 
sus manifestaciones la presentación pública de los detenidos, quienes se ven sometidos 
al escarnio público, mellando con ello su dignidad, sin recaer sobre ellos sentencia 
firme que rompa con la presunción de inocencia, del cual todo ciudadano está revestido 
hasta que se demuestre su culpabilidad. En tal sentido, la presente investigación resulta 
conveniente, pues no solo se ha logrado determinar que la presentación pública de los 
detenidos durante las diligencias preliminares es una práctica que conculca el derecho 
a la presunción de inocencia, sino que a partir de ello se ha formulado una propuesta 
legislativa que brinde solución a esta problemática. Es por ello, que a nivel teórico es 
necesario y pertinente estudiar este problema, pues al conocer su base conceptual, 
histórica, normativa y doctrinaria ha permitido comprender la trascendencia de este 
derecho y la necesidad de garantizar su respeto irrestricto en todo proceso penal 
considerado garantista. Asimismo, a nivel práctico, se ha realizado un análisis 
minucioso y objetivo de la actuación de policías y fiscales en las diligencias 
preliminares, determinando cómo éstos vulneran la presunción de inocencia de los 
detenidos, incumpliendo con ello con sus atribuciones, situación que debe ser 
advertida por la sociedad, a la que supuestamente tutelan, por lo que para solucionar 
esta problemática se ha elaborado una propuesta legislativa. Por último, A nivel de 
metodológico, se justifica porque se ha utilizado la Guía de análisis documental, 
instrumento que ha permitido el análisis de diversas fuentes documentales (doctrina, 
jurisprudencia y legislación), que guardan relación con las categorías estudiadas: 
presentación pública del detenido y la presunción de inocencia. Por todo lo expuesto 
precedentemente, queda plenamente justificada la presente investigación. 
Por otro lado, tenemos que la investigación desarrollada, tiene como objetivo general 
establecer que la presentación pública del detenido vulnera el derecho a la presunción 
de inocencia dentro de las diligencias preliminares en la investigación del delito y; 
como objetivos específicos los siguientes: Conocer la base normativa y doctrinaria del 
derecho a la presunción de inocencia; identificar la normativa legal que podría 
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autorizar a la Policía Nacional de Perú y al Ministerio Público a realizar la presentación 
pública del detenido durante las diligencias preliminares; determinar si el fiscal en su 
condición de director de la investigación, durante las diligencias preliminares vulnera 
el derecho a la presunción de inocencia de los detenidos que han sido presentados 
públicamente y; determinar la pertinencia de una propuesta legislativa de modificatoria 
del artículo 71° del Código Procesal Penal sobre los derechos del imputado; cabe 
precisar que cada uno de estos objetivos se podrán materializar a través de la aplicación 




















2.1. Tipo y diseño de investigación  
Esta investigación es descriptiva, es decir, que reúne la información de las 
variables objeto de estudio, es no experimental, porque no se ha realizado 
modificación alguna sobre los fenómenos estudiados y, propositiva, porque se 
ha desarrollado una propuesta legislativa; con enfoque cualitativo (Hernández, 
Fernández, & Baptista, 2014, p. 513-520). 
Diseño de investigación 
Esta investigación con enfoque cualitativo es descriptiva y propositiva, puesto 
que se parte de un análisis de las variables intervinientes a través de la base 
teórica pertinente y se llega a formular la propuesta más adecuada. En esa línea, 








O1 = Variable uno 
O2 = Variable dos 
P   = Propuesta 
2.2. Escenario de estudio 
Este estudio se ha realizado en el marco de las actuaciones de los efectivos de la 
Policía Nacional del Perú y de los representantes Ministerio Publico a nivel 
nacional, respecto de la presentación pública que se realizan de los detenidos. 
En consecuencia, el escenario de estudio lo constituye la realidad de todo el país. 
2.3. Participantes 
Los sujetos partícipes de la investigación están centrados en la actuación de los 
siguientes sujetos procesales: efectivos policiales y representantes del Ministerio 
Publico durante las diligencias preliminares en la investigación del delito. 





2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de información 
La técnica es el medio que permite recabar información sobre una determinada 
situación vinculada a las metas de estudio (Sánchez & Reyes, 2006, pág. 82). 
Así tenemos que, en la presente investigación se utilizará las siguientes técnicas:  
El Fichaje: Esta técnica ha sido utilizada para la recopilación bibliográfica, 
relacionada con el presente tema de investigación, elaborando fichas de registro 
como son bibliográficas, y las fichas de investigación como son: textual resumen 
y comentario. 
Análisis Documental. - Está referido a los medios escritos, que en el caso 
materia de estudio es la legislación nacional y extranjera, jurisprudencia 
relevante, doctrina y artículos legales. Asimismo, el instrumento empleado es la 
Guía de análisis documental el cual ha permitido recoger la documentación 
vinculada a la doctrina, legislación nacional y extranjera, así como 
jurisprudencia relevante relacionados al tema de investigación. La validación de 
este instrumento se ha realizado a través del informe de juicio de expertos. 
2.5. Procedimiento  
En la investigación se ha seguido el enfoque cualitativo. En tal sentido, se han 
utilizado los métodos descriptivo y analítico para explicar las categorías objetos 
de estudio. Asimismo, se ha utilizado el fichaje y el análisis documental que han 
permitido arribar a resultados. Además, para la etapa de la discusión, se ha 
utilizado el método hermenéutico, con el cual se ha podido arribar a las 
conclusiones respectivas, así como a elaborar la propuesta de proyecto de ley, 
con la cual se dará una posible solución al problema planteado. 
2.6. Métodos de análisis de información  
Los métodos de análisis utilizados fueron los siguientes: descriptivo, analítico, 
deductivo, histórico, explicativo y hermenéutico. 
2.7. Aspectos éticos 
Se ha tomado en cuenta en la presente investigación la objetividad y originalidad 
en cuanto al tratamiento de la información recabada, mostrando un respeto 
irrestricto a la propiedad intelectual de los autores, citándolos con su respectiva 
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referencia bibliográfica. Asimismo, el análisis y la discusión respectiva, han sido 
abordadas bajo criterios de objetividad e imparcialidad, basándose en la 

























La presente descripción de los resultados es producto del análisis de diversas fuentes 
documentales (doctrina, jurisprudencia y legislación), los cuales guardan relación con 
las categorías estudiadas. 
3.1. Derecho a la presunción de inocencia 
Tabla 1 
Análisis de la legislación nacional  
 
Fuente documental que 
lo emite 
Descripción 
Constitución Política del 
Perú 
El artículo dos numeral veinticuatro, prescribe 
que las personas serán siempre inocentes hasta 
que no se haya establecido en un juicio si es 
responsable penalmente. 
Código Procesal Penal 
El artículo dos del título preliminar prescribe los 
ciudadanos sindicados de haber cometido algún 
ilícito penal son considerados inocentes 
mientras no exista una sentencia firme que debe 
estar adecuadamente motivada, y precisando 
que, si existe alguna duda, esta deber ser 
considerada a favor del procesado. Asimismo, 
prohíbe a todos los funcionarios o autoridades 
públicas a exponer a las personas como 
culpables o señalarlas como tal. 









Análisis de la legislación internacional  
 
Fuente documental que lo 
emite 
Descripción 
Declaración universal de 
los derechos humanos 
El articulo ciento once establece que, para 
considerar a una persona culpable, primero 
debe tener un juicio con todas las garantías de 
ley, en especial su derecho a la defensa, con 
una actuación probatoria suficiente. 
El Pacto internacional de 
derechos civiles y políticos 
En el mismo sentido, se expresa en el artículo 
catorce, en el cual se proscribe considerar una 
persona como culpable, sino que debe 
presumirse su inocencia hasta que de acuerdo 
a ley se declare su responsabilidad penal. 
Convención americana 
sobre derechos humanos 
El artículo ocho establece que todo acusado 
por la comisión de algún delito, debe 
considerarse durante todo el proceso como 
inocente hasta que legalmente se demuestre lo 
contrario. 

















Fuente documental - 
Autor 
Descripción/ referencia 
(Oré Guardia, 2011) 
Es una directriz que impide exponer a un 
imputado como culpable, pues está revestido de 
inocencia mientras no exista una sentencia 
condenatoria declarada firme, la cual debe estar 
basada en prueba válida y legítima. 
(Carrara, 1980) 
Es un postulado esencial de la ciencia penal, que 
impide a las autoridades considerar a una 
persona como culpable, siendo que solo 
mediante un proceso formal se le podrá 
considerar responsable penalmente. 
(Mixan Mass, 2005) 
Sostiene que constituye un límite impuesto por 
el principio del debido proceso, indicando que 
su base teleológica es lograr impedir que se 
imponga arbitrariamente una penal, así también 
implica otros aspectos de la seguridad jurídica, 
como por ejemplo, que ninguna persona tiene la 
obligación de demostrar su inocencia, sino que 
el deber de probarla es de quien la imputa, 
siendo que por ello la presunción de inocencia 
solo se podrá descartar cuando luego de una 
actuación probatoria suficiente y valida, exista 
una sentencia firme. 
(Andres, 2007) 
Es una regla de tratamiento y juicio de los 
imputados, por lo cual por este derecho se 
prohíbe toda forma de posible anticipación de 
una sanción; del mismo modo, exige seguir 
ciertos lineamientos en la etapa de juzgamiento 
que debe seguir el juez. 









3.2. Presentación pública del detenido en diligencias preliminares 
Tabla 4 
Análisis documental sobre la presentación pública del detenido 
Fuente documental Descripción 
D.S. N° 005-2012-JUS, publicada el 
23.FEB.12 por parte del Poder Ejecutivo. 
 
Decreta la derogación del D.S. 
N° 01-95-JUS, mediante el cual 
se prohibía la exposición de los 
detenidos por parte de los 
efectivos policiales. 
Resolución N° 886 de fecha 09 de agosto 
de 2016, contenida en el Exp N° 087 – 
2015. 
Declara inconstitucional el D.S. 
N° 005-2012-JUS, publicada en 
la fecha 23.FEB.12. 
Fuente: Guía de análisis documental. 
Tabla 5 
Análisis de la normativa legal de la actuación de los Policías y Fiscales en el 
proceso penal peruano. 
Fuente documental - Descripción 
Código procesal penal 
del 2004 
El artículo sesenta, establece las funciones del 
Ministerio Público, destacándose que es la 
institución que dirige la investigación de los 
hechos delictivos, teniendo de apoyo a los 
efectivos policiales. 
Asimismo, en el artículo sesenta y cinco, se 
establece que, en las actuaciones realizadas por 
ambas entidades, se debe respetar el principio de 
legalidad. 
Ley orgánica del 
Ministerio Público – D.L. 
N° 052 
En el artículo nueve prescribe que los fiscales 
son los que brindan las orientaciones necesarias 




Carta magna del Perú de 
1993 
En el artículo ciento cincuenta y nueve se 
describen las atribuciones de los fiscales, 
destacando entre ellas, que deben proteger los 
intereses de la sociedad, defendiendo la 
legalidad a fin de alcanzar una justicia de 
acuerdo a ley. 
Del mismo modo en el artículo sesenta y seis, se 
prescribe que la policía tiene como objetivo 




En el Título Preliminar, en su artículo tres, 
numeral seis, prescribe como función policial, 
velar por la seguridad y protección de la 
ciudadanía y sus derechos. 
Fuente: Guía de análisis documental. 
3.3. Análisis de los resultados 
Después de todo lo desarrollado, respecto de la primera variable, se ha quedado 
claramente establecido que este derecho está plenamente tutelado tanto en la 
legislación internacional, descrita y analizada precedentemente. De igual modo, 
en el ámbito nacional, ha sido plenamente reconocido por nuestra ley 
fundamental en el artículo dos numerales veintiunos; así como, concretamente 
en el ámbito penal, también está regulado, en el Decreto Legislativo N° 937 – 
NCPP, en su artículo dos del Título Preliminar. Así las cosas, entonces nos 
preguntamos válidamente, si tenemos pleno conocimiento que este derecho es 
propio de todo ciudadano en el marco de un proceso penal, desde el comienzo 
de las diligencias preliminares hasta el momento mismo de que expida un fallo 
firme, por qué se permite la exposición mediática de las personas detenidas ante 
los medios informativos  como si fueran culpables de haber cometido un ilícito 




Es por ello, que a continuación se va demostrar esta mala praxis de exponer a los 
detenidos ante la sociedad, constituye una afectación a un derecho fundamental 
de corte constitucional debiendo advertirse que el principal responsable que se 
permitan este hecho, es de quien dirige la investigación de un delito. 
En esa línea, tenemos que todos los días, observamos mediante las noticias 
televisivas, que los efectivos policiales, expone ante la sociedad sus logros en 
cuanto a su lucha contra la inseguridad ciudadana, intentando dar a conocer a la 
sociedad, que su actuación está siendo eficaz, para ello presentan a los detenidos 
que han sido intervenidos en los diversos operativos que realizan, como si fueran 
trofeos, exhibiendo sus rostros, dando a conocer sus nombres y apellidos y 
mostrándolos con los chalecos de detenidos, para que toda población, conozcan 
plenamente su identidad y su situación jurídica. Lo cual vulnera claramente la 
presunción de inocencia del que está revestido todo ciudadano, sin embargo, se 
intenta justificar todos estos hechos, diciendo que no se les presenta como 
culpables, sino como posibles responsables de haber comisionado un ilícito 
penal. Entonces, advertimos que estamos ante una presunción de ser culpable, 
dejando de lado que debe presumirse su inocencia, esto quiere decir, que la 
actuación de las autoridades, se ciñe por el camino de tener como presunto 
culpable a un detenido y no como lo establece nuestra constitución, es decir, que 
los ciudadanos somos inocentes mientras no se demuestre lo opuesto, lo cual 
será demostrado después del desarrollo de un proceso penal y recaiga una 
sentencia firme.  
Bajo este contexto, que conculca expresamente la presunción de inocencia, se 
hace necesario advertir el origen causal de esta mala praxis y, es que en el marco 
del proceso penal vigente, tenemos claramente establecido, que estando bajo un 
sistema acusatorio, el encargado de dirigir la investigación es el fiscal, el mismo 
que conoce el caso en concreto, a partir de la notitia criminis, siendo la Policía 
Nacional del Perú, quien informa al fiscal del presunto hecho delictivo, ante lo 
cual el fiscal dispone las diligencias urgentes e inmediatas que deben realizarse 
(conocidas como diligencias preliminares), todo esto conforme a lo estipulado 
en el artículo sesenta del CPP el cual prescribe que el Fiscal conduce la 
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investigación desde su inicio, siendo que a fin de lograr este propósito la PNP es 
la llamada a dar cumplimiento a las órdenes del MP. 
En esa línea, si la Policía Nacional está bajo las órdenes del fiscal responsable 
del caso, entonces es el fiscal quien ordena y/o permite que las personas 
detenidas sean presentados frente a los medios informativos, lo cual resulta 
sumamente contradictorio y preocupante, pues es justamente éste quien asume 
la función de defender la legalidad durante la etapa en que este investiga, 
advirtiendo que desde el comienzo de las diligencias tiene la obligación  no solo 
de recabar las evidencias necesarias para una futura acusación , sino que también 
está obligado a garantizar el debido proceso durante su actuación en etapa 
preliminar, justamente por ser un profesional del derecho que ha recibido el 
encargo de la sociedad de la defensa y tutela de los intereses sociales y más aun 
de velar por la adecuada administración de la justicia. Siendo ello así, es evidente 
que los fiscales no vienen cumpliendo cabalmente con alguna de sus funciones 
constitucionalmente establecidas. 
Asimismo, los miembros de la PNP también vienen incumpliendo con sus 
funciones debidamente establecidas en el artículo ciento sesenta y seis de nuestra 
ley suprema, pues justamente tiene la obligación de asegurar que las leyes se 
cumplan, siendo específicamente en el numeral seis del art. III del Título 
Preliminar del D.L. N° 1267 (Ley de la Policía Nacional), en el cual se prescribe 
que es su deber proteger la seguridad y permitir a la población ejercer 
adecuadamente los derechos fundamentales. 
Entonces, si tenemos una regulación normativa clara y concreta de la actuación 
de los fiscales y de los efectivos policiales, nos preguntamos en razón de que se 
suscitan este tipo de hechos. La respuesta es sencilla, tenemos autoridades que 
colocan por encima de los principios rectores de un proceso penal, a sus intereses 
personales (reconocimiento público de la sociedad) buscando satisfacer la 
coyuntura mediática que vive nuestro país. Esto es, que estamos, ante una 
sociedad cansada de la ineptitud y actos de corrupción de nuestras autoridades, 
siendo que la población hoy solo quiere ver resultados de la actuación de los 
mismos. Sin embargo, esos resultados que todos esperamos del actuar de 
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nuestras autoridades no implican el sacrificio y vejamen de las bases de un 
debido proceso, pues sin duda toda persona se la debe considerar inocente, 























Ante los resultados expuestos, es necesario discutir ahora las implicancias que tiene 
para un ciudadano detenido ser presentado públicamente ante la sociedad. En ese 
sentido, cuando un ciudadano es detenido por haber presuntamente cometido un ilícito 
penal, y la policía nacional lo presenta ante los medios de comunicación, ya sea a 
través de programas televisivos (noticieros) o medios escritos (periódicos), éstos se 
hacen conocidos ante la sociedad en general como si fueran delincuentes; para la 
población no queda duda de su identificación, pues no solo se exhibe su rostro y 
fisonomía corporal, sino que también se lo identifica con nombres y apellidos, creando 
con ello una estigmatización que difícilmente se podrá borrar, pues serán siempre 
víctimas de la sospecha, desconfianza, peor aún, en algunos casos, pueden ser 
vilipendiados, rechazados, pues debe tenerse presente que la población está hastiada 
de la delincuencia, que no se detendrá a reflexionar si aquella persona que vio en algún 
medio de comunicación detenida por ser presuntamente un delincuente, es realmente 
responsable penalmente o, no lo es. 
Bajo esa arista, queda evidenciado el daño irreparable que se ocasiona en los 
ciudadanos detenidos, quienes no solo estarían sometidos a un proceso penal donde se 
determinará su responsabilidad penal, sino que será mayor la presión social, el hecho 
de sentirse observados, cuestionados y sometidos siempre a la sospecha. Entonces, qué 
sucede con aquellas personas que después de un largo proceso judicial, son finalmente 
absueltas, cómo se puede reparar la exposición pública de la que fueron víctimas, acaso 
existe alguna forma de reparar ese daño causado, sobre todo si consideramos que 
cuando una persona es detenida se llama a diversos medios de comunicación para dar 
conocer el supuesto logro del personal policial y de los fiscales, pero cuando ésta 
misma persona es absuelta nunca se hace algún llamado a estos medios para aclarar o 
precisar que los que en algún momento fueron detenidos y expuestos públicamente, 
finalmente salieron librados de las imputaciones realizadas en su contra o, que hubo 
algún error en su detención. 
En consecuencia, es evidente que existe una afectación grave y muchas veces 
irreparable a la persona víctima de detención (dignidad), pero que en la realidad 
observamos que es prioritario satisfacer otros intereses coyunturales e incluso tan solo 
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un interés del público por satisfacer su curiosidad, todo ello en desmedro de este 
derecho. 
Ahora bien, es preciso conocer cómo nace esta mala praxis de exponer a las personas 
detenidas frente a los medios, pues tiene que advertirse que no siempre fue así. Así 
tenemos, que mediante este decreto (N°01-95-JUS), se establecía que los efectivos 
policiales no debían exhibir a los detenidos, con excepción de delitos gravísimos como 
traición a la patria y terrorismo; sin embargo, este decreto estuvo vigente hasta el año 
2012, en que fue derogado por el Decreto Supremo N° 005-2012-JUS, cuya 
publicación se realizó el 23.FEB.12 y promulgada durante el gobierno de Ollanta 
Humala Tasso. Debe advertirse que este decreto, tiene una somera exposición de 
motivos, que se basa en un supuesto enfrentamiento directo contra el crimen 
organizado, siendo necesario tomar decisiones extremas que permitan efectivizar la 
captura de los delincuentes, los cuales impiden el mayor desarrollo de la sociedad y su 
economía. 
En otras palabras, mostrar públicamente a los implicados en un ilícito, está basada en 
atacar a la delincuencia orgánicamente estructurada, empero es importante remarcar 
que este decreto permite presentar de manera indiscriminada a las personas que han 
sido detenidas implicadas en algún ilícito, es decir, no solo aquellas personas detenidas 
por estar presuntamente involucradas en una organización criminal, sino que se 
exponen a los detenidos por cualquier delito, incluyendo aquellos menos gravosos. 
Entonces, cuál sería la justificación para exhibir públicamente a las personas detenidas, 
sin duda no existe razón alguna.  
Ahora bien, si analizamos su justificación referida a enfrentar tenazmente a las 
organizaciones criminales, se debe señalar que respecto a ello no se ha precisado cual 
sería los aportes significativos que brindaría exponer a las personas detenidas frente a 
la televisión o periódicos, pues si se trata de buscar que la población los identifique y 
formule la denuncia correspondiente, es menester indicar que desde el año 2012 en 
que publicó este decreto hasta la actualidad, han transcurrido siete años en los cuales 
no se ha visto una disminución significativa de la criminalidad organizada y menos 
aún de los delitos comunes. Siendo ello así, se puede colegir válidamente que este 
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Decreto Supremo no cumple con sus fines, por lo que no se justifica de ningún modo 
sacrificar la inocencia que tiene toda persona si no es sentenciada en un debido preciso.  
Por último, también en razón de lo señalado en el último párrafo de la motivación de 
este decreto, tenemos que concluye señalando que todas las acciones se deben realizar 
respetando los derechos de las personas, afirmación que resulta absolutamente 
absurda, pues con este mandato se está conculcando la inocencia de la cual esta 
revestidas todos los ciudadanos, lo cual se verifica fácilmente, tan solo viendo 
cualquier medio de comunicación (televisivo o escrito), en los cuales el cuerpo 
principal de su contenido está basado en noticias policiales, en donde se exhiben a los 
detenidos públicamente. 
Bajo el contexto expuesto, se ha necesario precisar que el decreto antes descrito, ha 
sido cuestionado mediante una demanda de acción popular, obteniendo un fallo 
favorable contenido en la Resolución N° 886, del 9 de agosto 2016, recaído en el 
expediente N° 087-2015, en el cual se resuelve declarar inconstitucional el referido 
decreto, ordenando que esta norma sea expulsada de nuestra legislación. 
Respecto a los fundamentos que conllevaron a este fallo, es preciso destacar los más 
relevantes, siendo que en el numeral 4.11. señala que el desarrollo de la actividad 
policial, no debe buscar el reconocimiento público de la sociedad en desmedro de otros 
derechos individuales, pues su deber no es informar, sino, proteger a la sociedad. 4.14. 
(…) contraviniendo, entre otros, el artículo 1° de nuestra ley suprema y el artículo II 
el Título Preliminar del NCPP. 4.16. (…) la exhibición de detenidos ante los medios 
de comunicación no resulta ser el único medio, ni el más idóneo ni mucho menos el 
más efectivo-, para atacar a las organizaciones criminales, por lo cual su necesidad no 
está justificada (…)”. En efecto, con esta sentencia qué duda cabe, que se ha logrado 
avanzar en la efectiva protección de los derechos de los ciudadanos, aunque 
consideramos que aún es insuficiente, pues todavía no se tiene un fallo definitivo de la 
Corte Suprema que confirme la decisión antes expuesta. 
Sin embargo, existe otra alternativa, que aseguraría el respeto irrestricto a la inocencia 
que debe presumirse a favor de los ciudadanos detenidos. Así tenemos que, la medida 
más idónea sería incorporar como un derecho del imputado, la prohibición taxativa de 
presentarlo públicamente ante los medios de comunicación, es decir, incorporarlo en 
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el Art. setenta y uno del CPP., como literal g), donde se prohibiría la exhibición de las 
personas detenidas frente a los medios masivos. Así, ante la detención de cualquier 
ciudadano por estar inmerso en un acto delictivo, el personal policial estaría impedida 
de seguir con esta mala praxis de exponer al detenido públicamente, además al estar 
obligada a leerle sus derechos, el detenido tomaría conocimiento pleno que no debe 
ser expuesto públicamente, más aún el abogado defensor podría accionar los 
mecanismos necesarios para evitar cualquier vulneración o para sancionarla. En esa 
línea, a través de la presente investigación, después de todo lo expuesto, se ha 
desarrollado un proyecto de ley que propone modificar el Art. setenta y uno (inc. 2) 
del CPP incorporando en la parte final el literal g), según lo expuesto precedentemente, 
























5.1. Se ha logrado establecer que la presentación pública del detenido frente a los 
medios informativos, conculca de toda persona de presumirse su inocencia, 
durante las diligencias preliminares, toda vez que, esta mala praxis estigmatiza 
socialmente al ciudadano detenido y afecta su dignidad, debiendo precisar que si 
bien esta medida está basada en un supuesto enfrentamiento contra las 
organizaciones criminales; empero, se advierte que desde su implementación no 
se ha logrado una disminución significativa de los índices de criminalidad, todo 
lo contrario; además se advierte que existen otras medidas más idóneas para la 
lucha contra el crimen, siendo que el sacrificio de este derecho no se justifica de 
ningún modo. 
5.2. Se ha logrado conocer la base normativa y doctrinaria de la primera variable, 
identificando concretamente que el mismo constituye un derecho constitucional 
tutelado tanto por instrumentos internacionales como a nivel nacional 
reconocido por nuestra suprema ley en el art. 2°.24. e); así como, en la vía penal, 
también está regulado, en el CPP (específicamente en el Artículo II del Título 
Preliminar). En ese sentido, la presunción de inocencia, implica la prohibición 
de exhibir públicamente a los imputados sino sobre ellos no pesa un fallo 
condenatorio que haya causado estado. 
5.3. Se ha logrado identificar la normativa legal que permite a los efectivos policiales 
y a los fiscales, Policía Nacional del Perú y al Ministerio Público realizar la 
presentación pública del detenido durante las diligencias preliminares; así 
tenemos que a través del Decreto Supremo N° 005-2012-JUS, la misma que fue 
publicada el 23.FEB.12, se derogó el D.S. N°01-95-JUS, el cual impedía que los 
efectivos policiales exhiban mediáticamente a las personas detenidas, por haber 
presuntamente comisionado algún injusto penal, con excepción de los 
involucrados en traición a la patria y terrorismo. En esa línea, esta norma debe 
ser desterrada de nuestra legislación por ser a todas luces vulneratoria. 
5.4. Se ha logrado determinar que los fiscales, siendo los que dirigen la investigación, 
durante las diligencias preliminares permiten que se viole un derecho esencial 
para las personas detenidas al ser expuestas ante los medios masivos, pues tiene 
la función de defender la legalidad durante la investigación del delito, habiendo 
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recibido el encargo constitucional de proteger los intereses de la sociedad y 
respeto de las leyes y más aun de procurar una correcta administración de 
justicia. 
5.5. Se ha logrado determinar, después de todo el análisis desarrollado, que es 
necesario y pertinente promover una propuesta legislativa de modificatoria del 
artículo 71° inciso 2 del CPP vinculado a los derechos del imputado, donde se 
prohibiría la presentación pública del imputado - detenido ante los medios 




























6.1. A los señores fiscales, quienes tienen el rol de perseguir el delito, se les invoca 
a desempeñar este rol con el respeto irrestricto al derecho constitucional a que 
toda persona sea considerada inocente, cumpliendo así también, con el deber de 
ser los defensores de la legalidad. 
 
6.2. A los efectivos policiales, institución con el deber constitucional de proteger los 
derechos fundamentales de la sociedad, se le invoca cumplir con este deber 
funcional, dejando de lado el interés personal de buscar el reconocimiento 
público de la sociedad en desmedro de derechos individuales, como lo es el 
estudiado. 
 
6.3. A los legisladores integrantes del Congreso de la República, se les recomienda 
enfocar su labor en promover la creación de leyes que garanticen la protección 
adecuada de los derechos reconocidos en la ley suprema, pudiendo acoger la 
propuesta legislativa desarrollada en la presente investigación, la cual sin duda 
acabará con la vulneración indiscriminada del derecho materia de estudio. 
 
6.4. El Estado tiene el deber de promover mejores políticas criminales, para luchar 
frontal y eficazmente contra el crimen organizado y la inseguridad ciudadana, 
advirtiendo que la presentación pública de los detenidos no constituye una 
medida eficaz que solucione esta problemática, sino que solo busca mejorar a 
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Matriz de consistencia 
TÍTULO: “Presentación pública del detenido en diligencias preliminares en la investigación del delito y la presunción de inocencia” 
Problema Objetivo general Hipótesis Diseño Escenario de estudio 
¿Cómo la presentación pública del detenido vulnera 
el derecho a la presunción de inocencia dentro de las 
diligencias preliminares en la investigación del 
delito? 
Establecer que la presentación pública del 
detenido vulnera el derecho a la presunción 
de inocencia dentro de las diligencias 
preliminares en la investigación del delito. 
La presentación 
pública del detenido 
durante las diligencias 
preliminares vulnera 









Enfoque cualitativo  
 
 
Actuación de la Policía 
Nacional del Perú y de los 
representantes Ministerio 
Público a nivel nacional, 
respecto de la presentación 
pública que se realizan de 
los detenidos durante las 
diligencias preliminares. 
Preguntas de investigación Objetivos específicos Sub hipótesis 
Variables e 
indicadores 
Técnicas e instrumentos 
¿Cuál es la base normativa y doctrinaria del derecho 
a la presunción de inocencia? 
 
¿Cuál es la normativa legal que podría autorizar a la 
Policía Nacional del Perú y al Ministerio Público a 
realizar la presentación pública del detenido durante 
las diligencias preliminares? 
 
¿Cómo el fiscal, en su condición de director de la 
investigación, durante las diligencias preliminares 
vulnera el derecho a la presunción de inocencia de 
los detenidos que han sido presentados 
públicamente? 
 
¿Cómo una propuesta legislativa de modificatoria 
del artículo 71° del Código Procesal Penal sobre los 
derechos del imputado, podría dar solución al 
problema expuesto? 
Conocer la base normativa y doctrinaria del 
derecho a la presunción de inocencia. 
 
Identificar la normativa legal que podría 
autorizar a la Policía Nacional del Perú y al 
Ministerio Público a realizar la presentación 
pública del detenido durante las diligencias 
preliminares. 
Determinar si el fiscal, en su condición de 
director de la investigación, durante las 
diligencias preliminares vulnera el derecho a 
la presunción de inocencia de los detenidos 
que han sido presentados públicamente. 
Determinar la pertinencia de una propuesta 
legislativa de modificatoria del artículo 71° 
del Código Procesal Penal sobre los derechos 
del imputado. 
  
Variable 1:  




 Variable 2: 
 Presentación 
pública del detenido 















Instrumento de recolección de información 





Variable 1   
Existencia de la regulación normativa nacional 




Descripción de manera clara y concisa del 
contenido del derecho a la presunción de 
inocencia 
  
Existencia de posturas doctrinarias que 
reconocen y defienden el derecho a la 
presunción de inocencia. 
  
Variable 2   
Existencia de reconocimiento del derecho a la 
presunción de inocencia en el proceso penal 
peruano. 
  
Existencia de regulación normativa de la 
presentación pública de los detenidos durante 
las diligencias preliminares. 
  
Presencia de atribuciones específicas que 
permitan a la policía nacional y a los 
representantes del Ministerio Público la 
presentación pública de los detenidos durante 






GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
OBJETIVO: 
Identificar las fuentes documentales (normativas, doctrinarias y jurisprudenciales) que 
guardan relación con las categorías materia de investigación, esto es, con el derecho a la 






1.    PROYECTO DE LEY N°…………………….. 
 
Proyecto de ley que modifica el numeral 2 del artículo 
71° del Código Procesal Penal para garantizar la tutela 
efectiva del derecho a la presunción de inocencia. 
 
2.    El Grupo Parlamentario de …………………., a iniciativa del Congresista 
XXXXXXXXXXXXX, en ejercicio del derecho de iniciativa legislativa consagrado en el 
artículo 107° de la Constitución Política del Perú y los artículos 75 y 76 del Reglamento del 
Congreso de la República, presenta el siguiente: 
 
PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 71° DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL 
 
3.    Exposición de Motivos 
 
Antecedentes: 
El derecho a la presunción de inocencia en nuestro país está regulada en primer orden en la 
Constitución Política, en el artículo 2°.24. e) que configura a la presunción de inocencia, 
como un derecho fundamental, prescribiendo: “Toda persona tiene derecho a la libertad y 
seguridad personales. En consecuencia, toda persona es considerada inocente mientras no se 
haya declarado judicialmente su responsabilidad”. Esta norma crea en favor de las personas 
un verdadero derecho subjetivo a ser consideradas inocentes de cualquier delito que se les 
atribuya, mientras no se presente prueba suficiente para destruir dicha presunción, recayendo 
sobre ella sentencia firme. 
Asimismo, en el Código Procesal Penal de 2004, se regula también el derecho a la presunción 
de inocencia desde una perspectiva procesal. Así tenemos que en el artículo II del Título 
Preliminar establece: “1. Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 
considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y 
se haya declarado su responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada. Para 
estos efectos, se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada 
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con las debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la responsabilidad penal debe 
resolverse a favor del imputado. 2. Hasta antes de la sentencia firme, ningún funcionario o 
autoridad pública puede presentar a una persona como culpable o brindar información en tal 
sentido”. Bajo este contexto normativo nacional, se tiene que en nuestro país, el derecho a 
la presunción de inocencia, es de rango constitucional por lo que en el marco de un proceso 
penal, toda persona debe ser considerada inocente mientras no recaiga sobre ésta una 
sentencia firme; ello implica que desde el inicio de la investigación (diligencias 
preliminares) así como durante el proceso judicial se mantiene incólume su derecho a la 
presunción de inocencia. 
En tal sentido, se tiene que en su vertiente procesal, la presunción de inocencia es un derecho 
fundamental del que goza todo ciudadano que se ve envuelto en un proceso penal por lo que 
en ningún caso el imputado debe demostrar su inocencia sino que es el organismo persecutor 
del delito el que tiene la carga de prueba. En esa línea, la presunción de inocencia impone 
una serie de cargas al órgano acusador que contribuyen a la estabilización de la relación entre 
las partes procesales. La carga de la prueba de la responsabilidad penal impuesta al órgano 
acusador y estándar probatorio correspondiente a la idea de que la acreditación de la 
responsabilidad de la persona debe producirse más allá de toda duda razonable, permiten 
equilibrar la posición del fiscal con la del imputado (Reyna, 2015, pág. 143). 
Asimismo, es preciso señalar que el derecho a la presunción de inocencia, goza del 
reconocimiento universal por parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que 
en su artículo 11.1 señala: “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad”; así como de otros instrumentos 
internacionales. No obstante ello, en nuestro país la vigencia de la presunción de inocencia 
se pone en cuestión con una serie de prácticas y de interpretaciones que la anulan, la 
tergiversan, o simplemente, la ignoran. Un ejemplo concreto, se evidencia en la fase 
preliminar de investigación (diligencias preliminares), en la cual la policía nacional presenta 
públicamente a los detenidos, situación que representa una estigmatización que difícilmente 
es borrada ante los ojos de la sociedad; vulnerando el derecho a la presunción de inocencia 
del detenido, el mismo que es mostrado como presunto delincuente y que muchas veces 
después de realizado el enjuiciamiento es declarado inocente. 
La Identificación del Problema: 
En nuestro país, actualmente estamos viviendo una coyuntura social y política que está 
enmarcada en una supuesta lucha contra el crimen organizado y la inseguridad ciudadana, 
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observando diariamente en los medios de comunicación como los efectivos de la Policía 
Nacional, presentan a los detenidos como presuntos responsables de la comisión de actos 
ilícitos, exponiendo sus rostros como si ya se hubiese corroborado que son culpables.  
En esa línea, se puede colegir que evidentemente la presentación pública y ante los medios 
de comunicación, de cualquier detenido con motivo de la imputación de cualquier delito, 
produce un serio perjuicio a su imagen y violación a la presunción constitucional de 
inocencia. exposición que se produce pese a lo dispuesto por el artículo segundo del título 
preliminar del Código Procesal Penal, que establece que hasta antes de la sentencia firme, 
ningún funcionario o autoridad pública puede presentar a una persona como presunto 
culpable o brindar información en tal sentido. Pues, qué duda cabe que exhibir públicamente 
a una persona detenida por la comisión de cualquier delito, genera estigmas difícil de borrar, 
pues aun cuando se hagan las rectificaciones correspondientes, mella su dignidad humana y 
atenta contra la garantía constitucional de la presunción de inocencia (Campos, 2017, párr. 
2). 
Esta práctica que viene realizando la Policía Nacional de manera indiscriminada, avalada 
por el Ministerio Público, se suscita en el desarrollo de las diligencias preliminares, sin que 
el director de la investigación del delito haga nada para impedirlo, es decir, con la actitud 
permisiva del Fiscal, el cual debería proteger los derechos de los ciudadanos, pues tiene el 
deber de defender la legalidad, evidenciándose que el mismo no cumple con lo prescrito en 
el artículo segundo del título preliminar del Código Procesal Penal, que prohíbe cualquier 
funcionario o autoridad pública presente a una persona como presunto culpable o brindar 
información en tal sentido. 
 
Propuesta de Solución 
Ante la problemática expuesta, es evidente que se viene vulnerando el derecho a la 
presunción de inocencia de los imputados, cuando se encuentran bajo la situación jurídica 
de detenidos, siendo insuficiente lo regulado en el artículo segundo del Título Preliminar del 
Código Procesal Penal que prescribe: “1. Toda persona imputada de la comisión de un hecho 
punible es considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo 
contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante sentencia firme debidamente 
motivada. Para estos efectos, se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo, 
obtenida y actuada con las debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la 
responsabilidad penal debe resolverse a favor del imputado. 2. Hasta antes de la sentencia 
 
42 
firme, ningún funcionario o autoridad pública puede presentar a una persona como culpable 
o brindar información en tal sentido”. Por lo que es necesario para evitar que cualquier 
ciudadano detenido, sea presentado públicamente ante los medios de comunicación, -
conculcando no solo su derecho constitucional a la presunción de inocencia sino también 
mellando su dignidad-, se considere como un derecho taxativo del imputado, debiendo ser 
incorporado en el numeral 2 del artículo 71° del Código Procesal Penal. En consecuencia, a 
fin que exista un debido proceso, con todas las garantías procesales y de respeto irrestricto 
del derecho a la presunción de inocencia, debería modificarse el citado artículo en el extremo 
siguiente: 
 Artículo 71.- Derechos de imputado 
2. Los Jueces, los Fiscales o la Policía Nacional deben hacer saber al imputado de 
manera inmediata y comprensible, que tiene derecho a: 
a) Conocer los cargos formulados en su contra y, en caso de detención, se le exprese 
la causa o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención girada en 
su contra, cuando corresponda. 
b) Designar a la persona o institución a la que debe comunicarse su detención y que 
dicha comunicación se haga en forma inmediata.  
c) Ser asistido desde los actos iniciales de la investigación por un abogado defensor. 
d) Abstenerse de declarar; y, si acepta hacerlo, que su abogado defensor esté 
presente, en su declaración y en todas las diligencias en que se requiera su 
presencia. 
e) Que no se emplee en su contra medios coactivos, intimidatorios o contrario a su 
dignidad, ni a ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre 
voluntad o a sufrir una restricción no autorizada ni permitida por ley ; y, 
f) Ser examinado por un médico legista o en su defecto por otro profesional de la 
salud, cuando su estado de salud así lo requiera 
g) A no ser presentado públicamente ante los medios de comunicación cuando es 
detenido. 
 
Justificación de la propuesta: 
La presente modificatoria al numeral 2 del art. 71° del Código Procesal Penal se justifica en 
que si se incorpora como parte de los derechos del imputado, permitirá que la Policía 
Nacional y el Ministerio Público se vean obligados a dar a conocer a los ciudadanos 
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detenidos que tienen derecho a no ser presentados públicamente ante los medios de 
comunicación, además al ser parte de los derechos de imputado,  éstos tienen que ser leídos 
y dados a conocer al detenido, tomando pleno conocimiento que no debe ser expuesto 
públicamente, más aun, el abogado defensor podría accionar los mecanismos necesarios para 
evitar cualquier vulneración o para sancionarla si ya se produjo la exposición. En tal sentido, 
con esta medida se garantizaría la tutela efectiva del derecho a la presunción de inocencia, 
el debido proceso, y demás garantías del propio imputado.  
Asimismo, el representante del Ministerio Público por fin daría eficaz cumplimiento a 
algunas de sus atribuciones constitucionales, como lo es, estar obligado a garantizar el 
debido proceso durante su actuación como director de la investigación del delito, así como 
defender la legalidad y los intereses públicos tutelados por el derecho y más aun de velar por 
la recta administración de justicia. 
Por otro lado, al estar regulado taxativamente como un derecho del imputado, cerrará toda 
puerta que pretendan abrir los medios de comunicación social, los cuales muchas veces solo 
buscan satisfacer la curiosidad y morbo de un sector de la población exponiendo a los 
detenidos, sin que sobre estos se tenga elementos de convicción suficientes para la 
sindicación de un delito. En tal sentido, la libertad de información no puede pasar por encima 
del derecho constitucional a la presunción de inocencia, así como a la dignidad e imagen del 
detenido. 
 
4.    Efectos de la vigencia de la norma sobre la legislación nacional 
La presente iniciativa de Ley, estaría en concordancia con lo que dispone la Constitución 
Política del Perú en su art. 2, inc. 24, literal e), a través del cual se regula a que toda persona 
es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad. 
 
5.         Análisis Costo Beneficio 
El presente Proyecto de Ley, no generará ni demandará gasto alguno al erario nacional; por 
el contrario, la presente modificación normativa generará una mayor seguridad en la correcta 
administración de justicia, que la sociedad demanda urgentemente, pues muchas veces la 
población más afectada con la exposición pública ante los medios de comunicación social 
es aquella que proviene del sector socioeconómico más vulnerable, los cuales con esta 




6.   Fórmula Legal 
Por cuanto: El Congreso de la República 
Ha dado la ley siguiente: 
 
PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 71° DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL 
Artículo 1.- Objeto de la norma 
La presente norma modifica el Código Procesal Penal con el objeto de mejorar la tutela 
efectiva del derecho a la presunción de inocencia y por ende, la correcta administración de 
justicia. 
Artículo 2°.- Modificación del numeral 2 del artículo 71° del Código Procesal Penal 
Modifícase el numeral 2 del artículo 71° del Código Procesal Penal, en los siguientes 
términos: 
Artículo 71.- Derechos de imputado 
2. Los Jueces, los Fiscales o la Policía Nacional deben hacer saber al imputado de 
manera inmediata y comprensible, que tiene derecho a: 
(…).- 
f) A no ser presentado públicamente ante los medios de comunicación cuando es 
detenido. 
 
Artículo 3°.- Reglamentación 
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos reglamentará el procedimiento para la 









































































































































































Validación de instrumentos 
 
 
86 
 
 
87 
 
 
